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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

Panel XI 

 
EL PUEBLO DE PUERTO RICO 

 
Recurrido 

 

 
v. 

 
 

ABNEL SANTIAGO CASTILLO  

 
Peticionario 

 

 
 
 

 
KLCE201801271 

Certiorari 
procedente del 
Tribunal de  
Primera Instancia, 

Sala Superior de 
Bayamón 

 
Caso Núm.  
DLE2017G0275 

 
Sobre: 

ART. 2.8 Ley 54 
 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, la Jueza 

Surén Fuentes y la Jueza Cortés González  
 
Cortés González, Jueza Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de septiembre de 2018. 

El señor Abnel Santiago Castillo, a través de su representante legal 

de la Sociedad para Asistencia Legal (peticionario), comparece mediante el 

recurso de título1 con el fin de que revisemos la Resolución emitida el 20 

de agosto de 20182, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (TPI). A través de la referida Resolución, el TPI autorizó la enmienda 

a la acusación, según solicitada por el Ministerio Público y, además, 

declaró “no ha lugar” la solicitud del peticionario para que se prohibiera la 

presentación de la orden de protección como evidencia sustantiva.  

En su recurso, el peticionario formula dos señalamientos de error, a 

saber: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al declarar 
sin lugar la solicitud de enmienda de la acusación aun cuando la 
misma contiene información innecesaria, inflamatoria y perjudicial 
contra el señor Santiago Castillo. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al admitir la 

orden de protección como evidencia sustantiva en el juicio aun 
cuando la misma fue expedida sin que el Tribunal tuviera motivos 
fundados para creer que la parte solicitante había sido víctima de 
violencia doméstica. 

                                       
1 El recurso de Certiorari fue presentado el 12 de septiembre de 2018. 
2 Archivada en autos y notificada el 24 de agosto de 2018. 
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Junto a la presentación del recurso de Certiorari, el peticionario 

presentó “Moción Solicitando la Paralización del Juicio señalado para el 

día de hoy miércoles 12 de septiembre de 2018”, petición que denegamos.   

I. 

 Conforme surge del expediente, el 9 de mayo de 2017 el TPI emitió 

una Orden de Protección a favor de la señora Carmen N. Nieves Cabrera, 

caso núm. OPA-2017-004390, vigente hasta el 9 de mayo de 2019.3 El 26 

de octubre de 2017, el Ministerio Público presentó una denuncia por 

alegada violación al Artículo 2.8 de la Ley de Prevención e Intervención con 

la Violencia Doméstica, Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según 

enmendada, 8 LPRA sec. 601 et seq. (Ley Núm. 54).4 El 13 de octubre de 

2017 se celebró la vista preliminar en la cual se determinó causa probable 

para acusar por el delito según imputado.5 La acusación fue presentada el 

17 de diciembre de 2017.6 

 El 15 de agosto de 2018 el peticionario presentó “Moción Urgente In 

Limine al Amparo del Debido Proceso de Ley”, en la que sostuvo que las 

alegadas manifestaciones contenidas en el pliego acusatorio violaban el 

debido proceso de ley y el derecho a un juicio justo e imparcial. Solicitó, 

además que se prohibiera la presentación de la orden de protección como 

evidencia sustantiva debido a que había sido expedida sin que el Tribunal 

tuviera motivos suficientes para creer que la parte solicitante había sido 

víctima de violencia doméstica.7 

 El 17 de agosto de 2018, el Ministerio Público presentó “Moción 

Solicitando Enmienda del Pliego Acusatorio y en Oposición a la Solicitud 

de Exclusión de la Orden de Protección como Prueba Sustantiva”.8 El 

Ministerio Público solicitó la enmienda al pliego acusatorio para que leyera 

así: 

                                       
3 Petición de Certiorari, Anejo I, págs. 1-6 (Orden de Protección). 
4 Íd., Anejo II, pág. 9 (Denuncia) 
5 Íd., pág., Anejo III, 10 (Resolución de Vista Preliminar). 
6 Íd., Anejo IV, pág. 11 (Acusación). 
7 Íd., Anejo V, págs. 12-15 (Moción). 
8 Íd., Anejo VI, págs. 16-18 (Moción). 
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 “El referido acusado ABNEL SANTIAGO CASTILLO, allá en o 
para el día 25 de octubre de 2017, en Corozal, Puerto Rico, que forma 
parte de la jurisdicción del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 
Bayamón, ilegal, voluntaria, y criminalmente violó lo dispuesto en la 
Orden de Protección número OPA-2017-004390, emitida por la Hon. 
Juez María L. Rodríguez Cruz, del Tribunal de Corozal, la cual está 
vigente desde el 9 de mayo de 2017 hasta el 9 de mayo de 2019, en 
auxilio de la aquí perjudicada, la Sra. CARMEN M. NIEVES 
CABRERA, con quien el acusado sostuvo una relación consensual y 
no procreó hijos. Consistente en que el acusado se personó a la 
residencia de la perjudicada en su vehículo, se detuvo y le 
manifestó unas expresiones verbales con las cuales la 

perjudicada se sintió atemorizada; a sabiendas de que le estaba 
prohibido por la orden de protección emitida en su contra.” 

 

En su Moción, el Ministerio Público también se opuso a la solicitud 

del peticionario para que no se utilizara la orden de protección como 

prueba sustantiva. Planteó que la solicitud era improcedente, toda vez que 

al no haberse solicitado la revisión de la determinación de la manera 

correcta y en término, la orden de protección se presume correcta y 

mantiene válida.  

El Juicio por Jurado estuvo pautado para el 17 de agosto de 2018. 

En esa fecha el TPI dejó sin efecto la desinsaculación del jurado debido a 

una orden administrativa e informó que resolvería por escrito las Mociones 

presentadas por las partes. La etapa procesal de desinsaculación del 

jurado quedó calendarizada para los días 11, 12 y 13 de septiembre de 

2018, a las 2:00 pm, y el juicio por jurado para los días 30-31 de octubre y 

1 de noviembre de 2018.9 

En la Resolución aquí recurrida10, el TPI consignó las siguientes 

expresiones: 

. . . . . . . . 

En cuanto al texto, al nuevo texto informado por el Ministerio 
Público; la defensa expresa el pasado 17 de agosto de 2018 en la 
vista en que el Ministerio Público informó su posición; tener reparo 
por entender que de igual manera es inflamatorio para el jurado el 
incluir: “…se detuvo y le manifestó unas expresiones verbales con 
las cuales la perjudicada se sintió atemorizada;…” ya que estos no 
son elementos del artículo 2.8 de la Ley 54 – 1989, según 
enmendada y pudiera hasta incorporarse elementos de otro delito 
por el cual no está siendo acusado Abnel Santiago Castillo. 

 
Sobre este asunto, este Tribunal resuelve HA LUGAR, la 

solicitud de enmienda según solicitada por el Ministerio Público […]. 
. . . . . . . . 
 

                                       
9 Íd., Anejo VII, pág. 19 (Minuta). 
10 Íd., Anejo VIII, págs. 22-24 (Resolución). 
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La evaluación en cuanto a la corrección o no de la orden es 
un asunto a ser evaluado en el procedimiento civil de la orden de 
protección mediante una Moción de Reconsideración o la 
presentación del recurso correspondiente al Tribunal Apelativo, 
dentro de los términos dispuestos por ley. […]. 

. . . . . . . . 
…[E]s forzoso concluir que la solicitud que hace la defensa 

con relación a la orden de protección no le asiste la razón. En el 
procedimiento criminal incoado al amparo del artículo 2.8 de esta 
Ley no se pasa juicio sobre las bases de corrección para haber 
expedido la orden de protección y la revisión de la Orden de 
Protección debe ser planteado ante el Tribunal Apelativo. 

. . . . . . . . 

 

El 4 de septiembre de 2018, el Ministerio Público presentó Moción, 

la cual acompañó de la acusación enmendada. Mientras, el 12 de 

septiembre de 2018, el peticionario instó el presente recurso por estar en 

desacuerdo con la determinación de TPI. El 17 de septiembre de 2018, el 

Procurador General, en representación del Pueblo de Puerto Rico, presentó 

Escrito en Cumplimiento de Orden.  

II. 

-A- 

La jurisdicción y competencia de este Tribunal para atender el 

presente recurso de certiorari están instituidas en las disposiciones legales 

provistas por la Ley Núm. 201-2003, según enmendada, conocida como 

Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de 2003 (en adelante, Ley 

de la Judicatura de 2003), 4 LPRA secs. 24(t) et seq. y en la Regla 33 de 

nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 33. El Artículo 4.006(b) de la 

Ley de la Judicatura de 2003, supra, establece que este Tribunal conocerá 

de cualquier resolución u orden dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia mediante Certiorari expedido a su discreción. El Tribunal de 

Apelaciones tiene facultad para atender los méritos de un recurso de 

Certiorari al amparo del citado Artículo 4.006(b), supra, si el mismo se 

presenta oportunamente dentro del término reglamentario de treinta (30) 

días, contado a partir del archivo en autos de copia de la notificación de la 

resolución u orden recurrida, a tenor con lo dispuesto por la Regla 32(D) 

de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 32(D).  
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En cuanto a los casos de naturaleza penal, nuestro más Alto Foro 

ha resuelto que, al igual que en los casos civiles “la parte afectada por 

alguna orden o resolución interlocutoria en un proceso penal, al amparo 

de las disposiciones citadas, puede presentar un recurso de certiorari 

mediante el cual apele el dictamen interlocutorio del foro primario en los 

treinta días siguientes a la fecha en que el dictamen fue notificado”. Pueblo 

v. Román Feliciano, 181 DPR 679, 690 (2011).   

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente nuestra 

facultad discrecional de entender o no en los méritos de los asuntos que 

nos son planteados mediante el recurso de Certiorari, la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, señala los criterios que 

para ello debemos considerar.  Éstos son:  

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema.  
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 
en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera Instancia.  
D.  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz 
de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de 
alegatos más elaborados.  
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 
más propicia para su consideración.  
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causa un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio.  
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un 
fracaso de la justicia.  

   

Un Certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido. Además, se ha 

resuelto que el denegar la expedición de un auto de certiorari no 

constituye una adjudicación en los méritos; sino que “es corolario del 

ejercicio de la facultad discrecional del foro apelativo intermedio para no 

intervenir a destiempo con el trámite pautado por el foro de instancia”. 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). 

-B- 

La jurisdicción, fuente principal de la autoridad de los tribunales 

para interpretar y hacer cumplir las leyes, está regulada por la aplicación 

de diversas doctrinas que dan lugar al principio de la justiciabilidad, éstas 
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son: la legitimación activa, la academicidad y la cuestión política.  Por lo 

que, antes de evaluar los méritos de un caso, los tribunales debemos 

determinar si la controversia ante nuestra consideración es justiciable o 

no, ello debido a que los tribunales sólo estamos para resolver 

controversias genuinas dentro de una situación adversativa en la cual las 

partes tengan un interés real de obtener un remedio que haya de afectar 

sus relaciones jurídicas. Sánchez et al. v. Srio. de Justicia et al., 157 DPR 

360, 370 (2002). 

Es norma reiterada que “la doctrina de academicidad constituye una 

de las manifestaciones concretas del concepto de justiciabilidad, la cual 

acorta los límites de la función judicial.” C.E.E. vs. Depto. de Estado, 134 

DPR 927, 934 (1993). En consecuencia, los tribunales pierden jurisdicción 

por academicidad cuando ocurren cambios durante el trámite judicial de 

una controversia particular, que hacen que la misma pierda actualidad, de 

modo que el remedio que pueda dictar el tribunal no ha de llegar a tener 

efecto real alguno en cuanto al asunto. Báez Díaz vs. E.L.A., 179 DPR 605 

(2010). Por ello, un Tribunal puede entender únicamente en aquellos casos 

que son justiciables; cuando las controversias son reales y aún están 

vivas. Asociación de Fotoperiodistas vs. Rivera Schatz, 180 DPR 920. 933 

(2011); Moreno vs. Pres. UPR II, 178 DPR 969, 974 (2010). 

III. 

 En el presente caso, el peticionario sostiene que incidió el TPI al 

permitir que el Ministerio Público incluyera en la acusación que la alegada 

perjudicada “se sintió atemorizada”. Por ello, solicita que se elimine de la 

acusación dicha referencia a que la señora Nieves Cabrera se sintió 

atemorizada. Ahora bien, mediante su escrito, el Ministerio Público, a 

través del Procurador General, informa que el 14 de septiembre de 2018 

presentó una moción para enmendar el pliego acusatorio con el fin de 

eliminar las expresiones de que la perjudicada se sintió atemorizada. En la 

parte pertinente, la acusación leerá: “…Consistente en que el acusado se 

personó a la residencia de la perjudicada en su vehículo, se detuvo y le 
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manifestó unas expresiones verbales, a sabiendas de que le estaba 

prohibido por la orden de protección emitida en su contra.”  Al haberse 

allanado el Ministerio Público a la solicitud de eliminación en el pliego 

acusatorio de la expresión “con las cuales la perjudicada se sintió 

atemorizada”, resulta innecesario discutir el referido error.  

En cuanto a la orden de protección, el peticionario plantea que la 

norma de revisión de una orden de protección mediante el auto de 

certiorari ante este foro apelativo atenta contra el deber de los tribunales 

de ofrecer acceso fácil, económico y efectivo a los procesos judiciales. 

Señala, además, que a las partes en una orden de protección no se les 

advierte que tienen un término de treinta días para solicitar la revisión de 

la orden de protección. Añade el peticionario que asistió a la vista sobre 

orden de protección, sin representación legal. Esboza que la disposición 

contenida en el Artículo 2.2 de la Ley Núm. 54, supra, que se refiere a 

“salas de superior jerarquía” no se refiere exclusivamente al foro, sino que 

se refiere a la categoría del juez, por lo cual los jueces superiores pueden 

revisar las órdenes de protección que se dicten. 

El peticionario reitera que en este caso la orden de protección no fue 

expedida conforme a derecho. Se basa en que la persona que solicitó la 

misma tiene que ser víctima de violencia doméstica o víctima de delito de 

dicha ley o del Código Penal. Por ello, plantea que se le debe prohibir al 

Ministerio Público la presentación de la orden de protección como 

evidencia sustantiva en el juicio. 

Por su parte, el Procurador General reitera que según surge de la ley 

y la jurisprudencia pertinente, si el peticionario entendía que la orden de 

protección en controversia fue autorizada sin que el Tribunal tuviese 

motivos fundados para creer que la solicitante había sido víctima de 

violencia doméstica, debió acudir, dentro del término dispuesto en nuestro 

ordenamiento ante el Tribunal de Apelaciones para revisar dicha orden de 

protección. Plantea que el peticionario no puede ahora, en el 

procedimiento que se sigue en su contra por violación de la orden de 
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protección, atacar su validez y los fundamentos para expedirla, ya que la 

misma advino final y firme. 

En cuanto al segundo señalamiento de error, puntualizamos que la 

Ley Núm. 54, define una orden de protección como un “mandato expedido 

por escrito bajo el sello de un tribunal, en la cual se dictan las medidas a 

un agresor para que se abstenga de incurrir o llevar a cabo determinados 

actos o conducta constitutivos de violencia doméstica”. Art. 1.3 (h), 8 LPRA 

sec. 602 (h). De esta manera, se confiere a los tribunales la facultad de 

“dictar medidas afirmativas de protección a las víctimas a través de la 

expedición de órdenes dirigidas al agresor para que se abstenga de incurrir 

en determinada conducta con respecto a la víctima” mediante un 

procedimiento que procura la resolución expedita de las controversias 

suscitadas en este ámbito. Pizarro v. Nicot, 151 DPR 944, (2000).11  

Ciertamente, el peticionario ha formulado cuestionamientos sobre la 

validez de la Orden de Protección emitida el 9 de mayo de 2017. Si bien, 

luego de adoptarse la Ley de la Judicatura de 1994, se suscitaron dudas 

sobre cuál era el recurso apropiado para revisar las órdenes de protección 

emitidas al amparo de la Ley Núm. 54, lo cierto es que ello requirió, que, 

en esos casos, el Tribunal de Primera Instancia formulara determinaciones 

de hechos y conclusiones de derecho que permitieran al foro apelativo 

revisar las órdenes de protección recurridas. Pizarro v. Nicot, supra. La Ley 

de la Judicatura de 2003, supra, dispone claramente en su Artículo 

4.006(b), que este foro intermedio conocerá de cualquier resolución u 

orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia mediante Certiorari 

expedido a su discreción. Nótese, por otro lado, que en ese mismo Artículo 

4.006, inciso (e), se dispone que el Tribunal de Apelaciones también 

entenderá en: “(e) Cualquier otro asunto determinado por ley especial.” No 

surge de los autos que el peticionario haya solicitado la revisión del 

proceso de expedición y notificación de la Orden de Protección. Por tanto, 

conforme se desprende del expediente, la Orden de Protección objeto de 

                                       
11 Citando la Exposición de Motivos de Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989.  
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controversia, constituye una determinación final, por lo que no nos 

corresponde adjudicar los planteamientos que ahora aquí se presentan. 

Luego de evaluar el derecho aplicable a la controversia que nos 

ocupa, no identificamos un error en Derecho que mueva nuestra 

discreción a intervenir con la determinación del foro primario relacionada 

a la admisibilidad de la orden de protección como evidencia sustantiva en 

el juicio. Tampoco hemos detectado la existencia de alguno de los criterios 

que contempla la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra, que nos motive a expedir el auto de certiorari.   

IV. 

 En virtud de lo antes expuesto, denegamos la expedición del auto de 

certiorari solicitado por el peticionario. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


